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Exp: 00-010541-0007-CO 

Res: 2001-09677 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las once horas con veintiséis minutos del veintiséis de setiembre del dos mil uno.- 

Acción de Inconstitucionalidad promovida por JAVIER REYNA DOBLES, mayor, casado, ejecutivo, cédula de identidad número 1-568-7299, vecino de San Rafael de Escazú, en su condición de Presidente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la "CÁMARA NACIONAL DE TRANSPORISTAS DE CARGA", y JOSÉ ALBERTO VARGAS PORRAS, mayor, casado, empresario, cédula número 1-330-440, vecino de Moravia, en su condición de Presidente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la "ASOCIACIÓN CÁMARA COSARRICENSE DE TRANSPORTISTAS UNITARIOS", contra los artículos 1° y 2 de la Ley número 8024, que adicionan los artículos 16 y 17 y un transitorio único a la Ley de Impuestos Municipales del Cantón de la Cruz, Guanacaste, número 7166, de cinco de junio de mil novecientos noventa. Interviene en la acción, el Doctor Román Solís Zelaya, en su condición de Procurador General de la República. 

Resultando: 

1.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las catorce horas y dos minutos del quince de diciembre del año dos mil, los accionantes solicitan la declaratoria de inconstitucionalidad de los artículos 1° y 2 de la Ley número 8024, que adicionan los artículos 16 y 17 y un transitorio único a la Ley de Impuestos Municipales del Cantón de la Cruz, Guanacaste, número 7166, de cinco de junio de mil novecientos noventa, por estimarlos violatorios de los principios de jerarquía normativa, legalidad, libertad de tránsito y de comercio, contenidos en los artículos 7, 11, 22 y 46 de la Constitución Política, toda vez que se crea un impuesto de tres dólares estadounidenses (US $3.00), al tipo de cambio que fije el tipo que fije el Banco Central de Costa Rica, para los extranjeros que ingresen o salgan del país por la frontera de Peñas Blancas, y a los costarricenses que salgan del país; impuesto que se destina para el mantenimiento, reparación y limpieza de las vías del cantón. Consideran que esta disposición es violatoria del artículo 15 del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, y el Protocolo de Guatemala, al gravar el tránsito y transporte de personas y mercancías; del principio de legalidad, por cuanto ninguna municipalidad tiene competencia para establecer impuestos por concepto de actividades de resorte exclusivo del Estado (como lo son los servicios migratorios). Asimismo, alegan que el artículo 1° de la Ley impugnada no establece el mecanismo correcto para obtener la conversión monetaria de los tres dólares estadounidenses que deben pagarse a la Municipalidad de La Cruz, toda vez que el Banco Central de Costa Rica carece de tal competencia. Y por último, alegan que el impuesto en cuestión constituye una barrera e impedimento a la libertad de tránsito, de comercio, agricultura y comercio, al afectar el intercambio regional con Centroamérica. 

2.- A efecto de fundamentar la legitimación que ostentan para accionar en esta vía, señalan figura como asunto previo el recurso de amparo que promovieron contra la municipalidad de Santa Cruz, que se tramita en expediente número 00-009892-007-CO, al cual, mediante resolución de las once horas treinta y ocho minutos del veinticuatro de noviembre del dos mil, se le dio curso y se le confirió plazo para formalizar la correspondiente acción de inconstitucionalidad. 

3.- Mediante resolución de las diez horas treinta y cinco minutos del veintidós de diciembre del dos mil se le dio curso a la acción de inconstitucionalidad (folio 16), confiriéndosele audiencia a la Procuraduría General de la República, al Alcalde y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de la Cruz. 

4.- La Procuraduría General de la República, contesta la audiencia concedida mediante escrito recibido en fecha veintidós de enero del dos mil uno (folios 19 a 57). Considera que el impuesto creado no es violatorio del principio de jerarquía normativa, toda vez que no es contradictorio con las obligaciones establecidas en el Tratado General de Integración Económica Centroamericana, y el Protocolo de Guatemala, relativas a la exoneración de toda clase de derecho, impuesto o contribución fiscal a las mercancías en tránsito. Tampoco estima que se lesione la libertad de tránsito, toda vez que no se trata de un derecho absoluto ni irrestricto, de modo que permite ciertos límites y admite restricciones razonables para su ejercicio, donde el pago del impuesto se constituye en una tasa, que se justifica para sufragar los costos de los servicios migratorios, y teniéndose en cuenta que el monto impuesto no es confiscatorio. Asimismo, tampoco estiman se lesiona la libertad de empresaria, por cuanto el impuesto no afecta las mercancías. Sin embargo, sí estima que la norma tiene tres inconstitucionales: a.) la incompetencia del Concejo municipal para crear el impuesto impugnado, por exceder la materia de su competencia, toda vez que el impuesto recae sobre una actividad típicamente de control migratorio, esto es, de naturaleza nacional, siendo que la potestad tributaria de los gobiernos locales se circunscribe a la administración de los intereses y servicios locales; b.) existe un doble vicio de procedimiento en la aprobación de este impuesto, al delegar en una comisión permanente con potestad legislativa plena la creación de un impuesto nacional, por cuanto, en virtud de lo dispuesto en el artículo 124 de la Constitución Política, la Asamblea Legislativa no puede delegar en tales instancias parlamentarias la creación de impuestos nacionales o modificar los existentes; c.) existe un vicio al principio de reserva legal en materia tributaria, concretado en uno de los elementos esenciales del impuesto -en este caso, en la tarifa-, ya que hace una remisión a una competencia del Banco Central de Costa Rica que es inexistente, ya que en virtud de la normativa vigente, no le corresponde la determinación del tipo cambiario, y únicamente se limita a determinar el valor comercial efectivo de la moneda extranjera; y consecuentemente, el mismo debe desaplicarse. 

4.- Ni el Alcalde ni el Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de la Cruz, contestaron la audiencia concedida. 

5.- Los edictos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional fueron publicados en los números 031, 032 y 033 del Boletín Judicial, de los días 13, 14 y 15 de febrero del dos mil uno (folio 317). 

6.- Mediante resolución de las once horas cinco minutos del veinticuatro de setiembre del dos mil uno, se tuvo por contestada la audiencia concedida a la Procuraduría General de la República, y se turnó el expediente al Magistrado Sancho González. 

7.- Se prescinde de la vista señalada en los artículos 10 y 85 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, con base en la potestad que otorga a la Sala el numeral 9 ibídem , al estimar suficientemente fundada esta resolución en principios y normas evidentes, así como en la jurisprudencia de este Tribunal. 

I.- En los procedimientos seguidos se ha observado las prescripciones legales. 

Redacta el magistrado Sancho González ; y, 

Considerando: 

II.- DE LA ADMISIÓN DE LA ACCIÓN. Estima la Sala que los accionantes se encuentran doblemente legitimados para accionar en el caso concreto, en primer lugar, por cuanto ostentan un interés colectivo o corporativo, en los términos previstos en el párrafo segundo del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, y reconocidos con anterioridad en la jurisprudencia constitucional, como en las sentencias número 6433-98, 7615-98, 0467-99, 1313-99, 1830-99, 2289-99, 2745-99, 6644-99, 7975-99, 0877-2000, 2856-2000, 5565-2000, 6973-2000, 7160-2000, al tratarse de la defensa de los intereses de los agremiados a las Cámaras accionantes (en este caso la Cámara Nacional de Transportistas de Carga y la Cámara Costarricense de Transportistas Unitarios), y de los intereses de la colectividad jurídicamente organizada y que éstas representan. 

" El interés que detenta la Cámara de Comercio y que la legitima para interponer esta acción, es, en efecto, su carácter de entidad corporativa, caracterizada por la representación y defensa de un núcleo de intereses pertenecientes a los miembros de la determinada colectividad o actividad común, y, en cuanto los representa y defiende, la Cámara actúa en favor de sus asociados, la colectividad de comerciantes. De manera que estamos frente a un interés de esa Cámara y, al mismo tiempo, de cada uno de sus miembros, de forma no individualizada, pero individualizable, lo que constituye un interés corporativo o que atañe a esa colectividad jurídicamente organizada, razón por la que esta acción es admisible en los términos del párrafo segundo del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.- " (Sentencia número 1631-91, de las quince horas con quince minutos del veintiuno de agosto de mil novecientos noventa y uno). 

De esta suerte, no resulta necesaria la existencia de un asunto pendiente -en los términos del párrafo primero del citado artículo 75-, pues por la misma esencia del asunto, se trata de la defensa de intereses corporativos. Considera la Sala que no resulta legítimo desconocer este tipo de interés, como lo pretende la representación de la Procuraduría General de la República, toda vez que ello implicaría desconocer una importante función de los entes corporativos, que han sido creados según los lineamientos de la ley, y en el caso de las Cámaras, colegios profesionales, asociaciones, o sindicatos implicaría desnaturalizar su función mediadora en lo que respecta a la defensa de los intereses de sus agremiados, función que ha sido reconocida como esencial de estos entes por la propia jurisprudencia de este Tribunal. 

No obstante lo anterior, en el caso en estudio, las Cámaras accionantes también se encuentran legitimadas para accionar ante esta Sala, al tenor de lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 75 de la Ley que rige esta Jurisdicción, toda vez que promovieron un recurso de amparo contra la Municipalidad de Santa Cruz, el cual se tramita en expediente número 00-009892-007-CO, y que mediante resolución de las once horas treinta y ocho minutos del veinticuatro de noviembre del dos mil, se le dio curso y se le confirió plazo para formalizar la correspondiente acción de inconstitucionalidad. 

III.- DEL OBJETO DE LA ACCIÓN. Las Cámaras accionantes pretenden la declaratoria de inconstitucionalidad de artículos 1° y 2 de la Ley número 8024, que adicionan los artículos 16 y 17 y un transitorio único a la Ley de Impuestos Municipales del Cantón de la Cruz, Guanacaste, número 7166, de cinco de junio de mil novecientos noventa, por estimarlos violatorios de los principios de jerarquía normativa, legalidad, libertad de tránsito y de comercio, contenidos en los artículos 7, 11, 22 y 46 de la Constitución Política, toda vez que se crea un impuesto de tres dólares estadounidenses (US $3.00), al tipo de cambio que fije el tipo que fije el Banco Central de Costa Rica, para los extranjeros que ingresen o salgan del país por la frontera de Peñas Blancas, y a los costarricenses que salgan del país; impuesto que se destina para el mantenimiento, reparación y limpieza de las vías del cantón. Consideran que esta disposición es violatoria del artículo 15 del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, y el Protocolo de Guatemala, al gravar el tránsito y transporte de personas y mercancías; del principio de legalidad, por cuanto ninguna municipalidad tiene competencia para establecer impuestos por concepto de actividades de resorte exclusivo del Estado (como lo son los servicios migratorios). Asimismo, alegan que el artículo 1° de la Ley impugnada no establece el mecanismo correcto para obtener la conversión monetaria de los tres dólares estadounidenses que deben pagarse a la Municipalidad de La Cruz, toda vez que el Banco Central de Costa Rica carece de tal competencia. Y por último, alegan que el impuesto en cuestión constituye una barrera e impedimento a la libertad de tránsito, de comercio, agricultura y comercio, al afectar el intercambio regional con Centroamérica. La normativa impugnada dispone textualmente: 

" LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: ADICIÓN DE LOS ARTÍCULOS 16 Y 17 Y DE UN TRANSITORIO ÚNICO A LA LEY DE IMPUESTOS MUNICIPALES DEL CANTÓN DE  LA CRUZ 

 ARTÍCULO 1.- Adiciónanse a la Ley de impuestos municipales del cantón de La Cruz, Nº 7166, de 5 de junio de 1990, los nuevos artículos 16 y 17; consecuentemente, se corre la numeración de los artículos. Los textos dirán: 

«Artículo 16.- Cada extranjero que, por la frontera de Peñas Blancas, ingrese al país o salga de él, pagará a la Municipalidad del cantón de La Cruz, la suma de tres dólares estadounidenses (US $3.00), al tipo de cambio que fije el Banco Central de Costa Rica. Los costarricenses solo pagarán por efecto de salida. Las autoridades del Servicio de Migración quedan obligadas a exigir el pago efectivo de este impuesto. 

Artículo 17.- Lo recaudado por concepto de este impuesto se destinará exclusivamente al mantenimiento, la reparación y limpieza de las vías del cantón.» 

ARTÍCULO 2.- Adiciónanse a la Ley NC 7166, un transitorio único, cuyo texto dirá: 

« TRANSITORIO ÚNICO.- Autorizase a la Municipalidad de La Cruz para que disponga de los recursos que se hayan recaudado según lo dispuesto en la Ley NC 7083, Modificación al Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio fiscal y por programas de 1987, y que hayan ingresado en las arcas municipales entre la fecha de derogación de la Ley Nº 6930 y la vigencia de esta reforma.» 

Rige a partir de su publicación." 

De la transcripción anterior, y del escrito de interposición de la acción, queda claro para este Tribunal, que la impugnación que se hace de la Ley 8024 se circunscribe al artículo 1°, sea a la adición de los artículos 16 y 17 de la Ley de Impuestos Municipales de Santa Cruz, número 7166, de cinco de junio de mil novecientos noventa, únicamente, y respecto de los cuales se hará el análisis de constitucionalidad. 

IV.- DE LA POTESTAD TRIBUTARIA RECONOCIDA A LAS MUNICIPALIDADES. Con anterioridad, y en forma reiterada, esta Sala ha reconocido que en virtud de lo dispuesto en el artículo 170 de la Constitución Política se deriva el poder impositivo o tributario de las municipalidades para procurarse los ingresos necesarios y para sufragar el costo de los servicios públicos que el particular recibe de los gobiernos locales, siempre que cumplan con los procedimientos legales necesarios, y se manifiesten en tributos que se sujeten a los principios constitucionales propios de esa materia. Es así, como la iniciativa para la creación, modificación o extinción de los impuestos municipales le corresponde en exclusiva a los Concejos Municipales, así como también la potestad de eximir de los tributos municipales (en este sentido, entre otras ver sentencias número 1631-91, de las quince horas quince minutos del veintiuno de agosto de mil novecientos noventa y uno; 0140-94, de las quince horas cincuenta y un minutos del once de enero de mil novecientos noventa y cuatro; 2494-94, de las catorce horas cincuenta y cuatro minutos del doce de julio de mil novecientos noventa y cuatro; 4496-94; 4497-94, de las quince horas treinta y nueve minutos del veintitrés de agosto de mil novecientos noventa y cuatro; 4510-94, de las catorce horas cincuenta y un minutos del veinticuatro de agosto de mil novecientos noventa y cuatro; 4512-94, de las catorce horas cincuenta y siete minutos del veinticuatro de agosto de mil novecientos noventa y cuatro; 6362-94, de las quince horas treinta y nueve minutos del primero de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro; 1269-95, quince horas cuarenta y ocho minutos del siete de marzo de mil novecientos noventa y cinco; 2311-95, de las dieciséis horas doce minutos del nueve de mayo de mil novecientos noventa y cinco; 2631-95, de las dieciséis horas tres minutos del veintitrés mayo mil novecientos noventa y cinco; 1974-96, de las nueve horas del treinta de abril de mil novecientos noventa y seis; 4982-96, de las diez horas doce minutos del veinte de setiembre de mil novecientos noventa y seis, y 5445-99, de las catorce horas treinta minutos del catorce de julio de mil novecientos noventa y nueve); donde la Asamblea Legislativa se limita a emitir un "acto de autorización típicamente tutelar", cuando ejercita la facultad que le confiere el inciso 13) del artículo 121 de la Constitución Política. 

"Las Municipalidades no hacen a la Asamblea Legislativa una mera proposición, sino que deben poder someterle verdaderas fijaciones impositivas. Esto significa que el acto impositivo municipal es terminal y definitivo, creador del impuesto en un procedimiento tributario abierto al efecto por cada municipalidad, no inicial en un presunto procedimiento legislativo con igual función, como si fuera una simple proposición sujeta a la voluntad constitutiva y libre del legislador. Por consiguiente, la fijación tributaria municipal enmarca la materia del pronunciamiento legislativo, cuya función es tutelar y no constitutiva del impuesto municipal, y cuyo resultado consecuente sólo puede ser la autorización o desautorización de lo propuesto, no la sustitución de la voluntad municipal " (sentencia número 1631-91, supra citada). 

Esta competencia esta establecida en el artículo 68 del vigente Código Municipal que dispone: 

"La municipalidad acordará sus respectivos presupuestos, propondrá sus tributos a la Asamblea Legislativa y fijará las tasas y precios de los servicios municipales. Sólo la municipalidad previa ley que la autorice, podrá dictar exoneraciones de los tributos señalados." 

Asimismo, de la autonomía propia de estas corporaciones, deriva la posibilidad de administración de sus recursos, en tanto cada gobierno local es libre para definir los límites de su propio poder impositivo, de donde los sistemas de imposición tributaria municipal para su cobro y aplicación concretos son de los más variados. 

V.- DEL OBJETO DE REGULACIÓN DE LOS IMPUESTOS MUNICIPALES. En todo caso, es importante recordar que el ámbito o esfera de la competencia en el quehacer municipal ha sido definido y delimitado en el artículo 169 de la Constitución Política, en tanto únicamente se refiere a la " administración de los servicios e intereses locales en cada cantón "; lo cual a ha sido interpretado por este Tribunal Constitucional como referido a "lo local", entendiendo por tal una serie de potestades genéricas referidas a ese ámbito, en tanto no hay una enumeración detallada de sus cometidos propios, sino una simple enunciación del ámbito de su competencia; pero no por ello no determinable, a lo cual hizo referencia este Tribunal en sentencia número 6469-97, de las dieciséis horas veinte minutos del ocho de octubre de mil novecientos noventa y siete, en los siguientes términos: 

" IV.- LAS FUNCIONES MUNICIPALES EN MATERIA DE LICENCIAS.- A partir de los conceptos expresados en el considerando anterior, resulta importante, a los efectos de definir las funciones de las municipalidades en lo que atañe a las licencias comerciales en general, y a manera de conclusión inicial sobre el tema, transcribir el siguiente párrafo del informe de la Procuraduría General de la República, visible a folios 77 y siguientes: 

«A partir de 1949, se otorga a la Municipalidad la administración de los intereses y servicios locales de cada cantón, estableciéndose que la misma estará a cargo del Gobierno Municipal, formado de un cuerpo deliberante, integrado por regidores municipales de elección popular, y de un funcionario ejecutivo que designará la ley (artículo 169), e indicándose que gozan de autonomía (artículo 170). Se agrega además, en el artículo 175, que éstas dictarán sus presupuestos ordinarios y extraordinarios, los cuales necesitarán para entrar en vigencia, la aprobación de la Contraloría General, que fiscalizará su ejecución. 

Es claro entonces, que a partir de la promulgación de la actual Carta Magna, las Corporaciones Municipales tienen a su cargo la administración de los intereses locales, para lo cual se les otorga autonomía, incluida la presupuestaria, aunque sujeta a la Contraloría General de la República. Asimismo, en aplicación del artículo 121 inciso 13) [de la Constitución Política], tienen potestad para imponer tributos. En virtud de ello, cualquier normativa que, con anterioridad a la Carta Magna actual, restringiera tales atribuciones, habría quedado derogada con la entrada en vigencia de ésta (artículo 197 constitucional). Asimismo, cualquier disposición dictada con posterioridad a dicho texto que violente las competencias y atribuciones otorgadas a esas Corporaciones, sería inconstitucional.» 

El examen de la Procuraduría General de la República conduce a señalar, sin embargo, que la descentralización territorial del régimen municipal, no implica una restricción o eliminación de las competencias asignadas constitucionalmente a otros órganos del Estado (id. folio 81), de manera que existen intereses locales cuya custodia corresponde a las Municipalidades y junto a ellos, coexisten otros cuya protección constitucional y legal es atribuida a otros entes públicos, lo que ha sido objeto de un trato legislativo muy claro en el artículo 5 del Código Municipal, al indicar que la competencia municipal genérica no afecta las atribuciones conferidas a otras entidades de la Administración Pública, y esa afirmación debe entenderse, desde luego, como conclusión constitucionalmente posible, pero únicamente como tesis de principio . Y es así, porque al haber incluido el constituyente un concepto jurídico indeterminado en el artículo 169, al señalar que le corresponde a la Municipalidad de cada cantón administrar los servicios e intereses « locales» , se requiere, para precisar este concepto, estar en contacto con la realidad a la que va destinado de manera que la única forma de definir o de distinguir lo local de lo que no lo es, es por medio de un texto legal, es decir, que es la ley la que debe hacerlo, o en su defecto, y según sea el caso, deberá hacerse por medio de la interpretación jurisprudencial que de esos contenidos haga el control jurisdiccional. Y puede decirse que el empleo de conceptos indeterminados por la Constitución significa, ante todo, un mandato dirigido al Juez para que él -no el legislador- los determine, como bien lo afirma la mejor doctrina nacional sobre el tema. Es a partir de estas conclusiones resultantes de la labor de interpretación legal, que se concluye, como expresamente se dirá más adelante, que todo lo atinente a las licencias comerciales es materia que está inmersa dentro de lo local, síntesis que es complementada con la naturaleza misma de lo que es gobierno comunal. O lo que es lo mismo, lo local tiene tal connotación que definir sus alcances por el legislador o el juez, debe conducir al mantenimiento de la integridad de los intereses y servicios locales, de manera que ni siquiera podría el legislador dictar normativa que tienda a desmembrar el Municipio (elemento territorial), si no lo hace observando los procedimientos previamente establecidos en la Constitución Política; ni tampoco promulgar aquella que coloque a sus habitantes (población) en claras condiciones de inferioridad con relación al resto del país; ni la que afecte la esencia misma de lo local (gobierno), de manera que se convierta a la Corporación en un simple contenedor vacío del que subsista solo la nominación, pero desactivando todo el régimen tal y como fue concebido por la Asamblea Nacional Constituyente. En otro giro, habrá cometidos que por su naturaleza son municipales -locales- y no pueden ser substraídos de ese ámbito de competencia para convertirlos en servicios o intereses nacionales, porque hacerlo implicaría desarticular a la Municipalidad, o mejor aún, vaciarla de contenido constitucional, y por ello, no es posible de antemano dictar los límites infranqueables de lo local, sino que para desentrañar lo que corresponde o no al gobierno comunal, deberá extraerse del examen que se haga en cada caso concreto [...] Consecuentemente, no sólo por norma legal expresa (el Código Municipal, la Ley de Licores), sino, y esto es lo más importante, por contenido constitucional expreso (artículo 169), no pueden subsistir funciones de ningún ente público, que disputen su primacía con las municipalidades, cuando se trata de materia que integra lo local. " 

De la anterior definición, es que es dable concluir que constitucionalmente no resulta legítimo que los impuestos municipales se impongan sobre actividades que escapan a la competencia constitucionalmente asignada, definida y delimitada a la esfera de lo local; de tal suerte que no puede pretenderse el establecimiento un tributo de tal naturaleza -de orden municipal- sobre hechos imponibles o gravables por el Estado, debiendo, en consecuencia, limitarse a la competencia municipal, cuyo ámbito o esfera fue delimitado por la voluntad del constituyente, según se acaba de explicar. No obstante lo anterior, si resulta pertinente señalar que tanto la doctrina como la jurisprudencia constitucional han admitido que el Estado establezca impuestos nacionales con destino municipal, toda vez que las municipalidades están constitucionalmente dotadas de poder tributario (en este caso, consultar las sentencias números 4784-93, de las ocho horas treinta y nueve minutos del treinta de setiembre de mil novecientos noventa y tres; 3930-95, de las quince horas veintisiete minutos del dieciocho de julio de mil novecientos noventa y cinco; 4072-95, de las diez horas treinta y seis minutos del veintiuno de julio de mil novecientos noventa y cinco; 4286-95, de las dieciocho horas veintisiete minutos del primero de agosto de 1995; 0687-96, de las quince horas dieciocho minutos del siete de febrero de mil novecientos noventa y seis; y 0467-99, de las catorce horas treinta y nueve minutos del veintiséis de enero de mil novecientos noventa y nueve. En esas oportunidades la consideración esencial que se hizo fue en relación a la posibilidad constitucional de que la Asamblea Legislativa creara impuestos de orden nacional, en razón de la materia, cuyos fondos son destinados (recaudados y administrados) por los gobiernos locales, como una concesión especial: 

"La acción está dirigida a combatir la forma como se distribuyen los tributos que el Estado cobra por la utilización del Complejo Portuario de Caldera. Se afirma que por el hecho de estar ubicado ese Complejo en el Cantón de Esparza, ningún sujeto de derecho distinto a la Municipalidad de la localidad, puede derivar beneficios tributarios. La acción confunde el poder tributario municipal con el poder tributario nacional, explicado en los considerandos anteriores y la jurisprudencia transcrita. Según la definición del artículo 121 inciso 14), párrafo final de la Constitución Política, los muelles son bienes propios de la nación que no pueden salir definitivamente del dominio y control del Estado. Dada la especial naturaleza del bien y la calidad jurídica de los servicios que se prestan en el Complejo, esa actividad portuaria no puede ser municipal en los términos de la legislación que actualmente regula su funcionamiento y por ello los tributos que el legislador ha concebido por la utilización de ese bien nacional, no es municipal. Ahora bien, sí puede el legislador destinar fondos específicos para determinados sujetos beneficiarios, como ha quedado dicho y ello no provoca, ni puede provocar, ninguna lesión a la autonomía municipal, como se afirma en la acción " (Sentencia número 4286-95, supra citada). 

" VII).- POTESTAD IMPOSITIVA MUNICIPAL BIS.- Lo expresado en el considerando anterior, no debe provocar la falsa conclusión, que solamente son constitucionales los tributos municipales que se originen en una iniciativa del gobierno local. La jurisprudencia lo que ha señalado, claramente, es que existen servicios públicos que por su naturaleza no pueden ser más que municipales y que se involucran en la definición del artículo 169 de la Constitución Política al señalar que «La Administración de los intereses y servicios locales de cada cantón, estará a cargo del Gobierno Municipal». Si esos intereses y servicios requieren del pago de impuestos y contribuciones de los munícipes de la jurisdicción territorial correspondiente, entonces la iniciativa tributaria solo puede ser municipal, como producto de la potestad tributaria del gobierno local y es la que se define en la jurisprudencia antes comentada. Pero ello no quiere decir que el legislador no pueda dotar a las Municipalidades de recursos extraordinarios, mediante un impuesto general a distribuir, como en el caso del impuesto territorial; mediante un impuesto regional que beneficie a un determinado número de gobiernos locales; o bien, mediante un impuesto especial que grave determinadas actividades, como resulta ser la exportación del banano, a distribuir entre los cantones productores. En estos casos la iniciativa de la formulación de la ley tributaria es la ordinaria, puesto que aquí no se trata de la autorización de un tributo de naturaleza municipal, sino la creación de uno diverso, en el que resulta que el o los destinatarios o beneficiarios, serán uno o varios gobiernos locales, como en el caso del impuesto que ha creado el artículo 36 del Código de Minería, o el impuesto sobre la venta de licores. En este caso, el tributo será municipal por su destino, pero su origen es la ley común, por tratarse de recursos extraordinarios y beneficiosos para las comunidades. En síntesis, la potestad impositiva municipal, que es la que se origina en la creación del tributo por el gobierno local para que sea autorizado por la Asamblea Legislativa, no obsta para que el legislador pueda, extraordinariamente y por los trámites de la ley común, conceder rentas y recursos económicos distintos, de carácter nacional en cuyo caso el proyecto de ley respectivo, no deberá originarse, necesariamente, en la iniciativa municipal, aunque los beneficiarios del tributo sean los propios gobiernos locales. En este último caso, la recaudación, disposición, administración y liquidación, corresponde a las Municipalidades destinatarias de los tributos. " (Sentencia número 0467-99, supra citada.) 

VI.- INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULOS 1 DE LA LEY 8024 POR LA INCOMPETENCIA DEL GOBIERNO LOCAL EN RAZÓN DE LA MATERIA. En consonancia con las anteriores consideraciones, es que el impuesto impugnado es inconstitucional, precisamente por escapar a la competencia de la municipalidad de Santa Cruz la posibilidad de gravar actividades generales o nacionales. En este sentido, debe tenerse en cuenta que en el caso en estudio el hecho generador del tributo es una actividad típicamente nacional, en tanto el impuesto impugnado grava los ingresos y salidas de los extranjeros y las salidas de los nacionales que lo hagan por Peñas Blancas, cuyos fondos se destinan al mantenimiento, reparación y limpieza de las vías del cantón. Nótese que la materia regulada no se ubica en la esfera propia de la competencia municipal, sea la " administración de los servicios e intereses locales " circunscritos a la jurisdicción del gobierno local, sea el cantón de Santa Cruz, ya que aunque la actividad se desarrolla en su jurisdicción, ello ocurre más por accidente geográfico, en tanto las actividades que se gravan involucran funciones propias del gobierno costarricense; al implicar el desarrollo de la política migratoria del Estado y de los controles migratorios a cargo de las autoridades migratorias, materia en la que las municipalidades no tienen ninguna competencia. Es así como la iniciativa y gestión del Concejo Municipal en la tramitación de este impuesto deviene en inconstitucional, al rebasar los límites que el Derecho de la Constitución impone a los gobiernos municipales respecto de la potestad tributaria, de modo que en modo alguno podía pretender la regulación de tales actividades, y mucho menos, obligar a las autoridades migratorias para el cobro de ese impuesto. 

VII.- INCONSTUTCIONALIDAD DEL IMPUESTO IMPUGNADO EN RAZÓN DEL PROCEDIMIENTO DE APROBACIÓN LEGISLATIVA. Consecuentemente con la inconstitucionalidad analizada en el Considerando anterior, deviene la segunda inconstitucionalidad del impuesto establecido en el artículo 1° de la Ley 8024. De esta suerte, en tanto se suponía que era un impuesto municipal, la Asamblea Legislativa se limitó a su aprobación, en los términos previstos en el inciso 13) del artículo 121 de la Constitución Política, remitiendo el proyecto a la segunda comisión permanente con potestad legislativa plena para su conocimiento y aprobación. Sin embargo, por la materia regulada, y tratándose de la creación de un impuesto nacional, el impuesto de ingreso y salida por Peñas Blancas de tres dólares ($3.00) al tipo de cambio fijado por el Banco Central de Costa Rica, debió haber tenido el trámite ordinario de creación de las leyes, en el cual los diputados tienen plena posibilidad para participar en su tramitación, sea, en formulando la propuesta, o presentando mociones para su reforma (obviamente dentro del margen permitido del derecho de enmienda reconocida a los diputados). Asimismo, por la materia de que se trata, no debió haberse delegado su conocimiento a una comisión permanente con potestad legislativa plena, sino del Plenario Legislativo, en virtud de lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 124 de la Constitución Política: 

"No procede la delegación [en comisiones permanentes] si se trata de proyectos de ley relativos a la materia electoral, a la creación de los impuestos nacionales, o la modificación de los existentes , al ejercicio de las facultades previstas en los incisos 4), 11), 14), 15) y 17) del artículo 121 de la Constitución Política, a la convocatoria de una Asamblea Constituyente, para cualquier efecto, y a la reforma parcial de la Constitución Política." 

VIII.- En virtud de las anteriores consideraciones, es que el artículo 1° de la Ley 8024 es inconstitucional, declaratoria que retroactiva a la fecha de entrada en vigencia de la norma, sea el doce de octubre del dos mil, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, que en este caso son los impuestos pagados en concepto de este impuesto. 

IX.- DE LA DETERMINACIÓN DE LA TARIFA DEL IMPUESTO DE ENTRADA Y SALIDA DE PEÑAS BLANCAS. Contrario a lo estimado por la representación de la Procuraduría General de la República, esta Sala considera que la norma impugnada no es inconstitucional en cuanto refiere a una competencia inexistente del Banco Central de Costa Rica para la determinación del valor económico en la moneda nacional (colones) de los tres dólares estadounidenses en que se fijó el impuesto. En este sentido, considera que aunque en sentido estricto el Banco Central de Costa Rica no determina el tipo de cambio de la moneda extranjera, no tanto por inexistencia legal de esa competencia, toda vez que el artículo 48 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, número 7558, de tres de noviembre de mil novecientos noventa y cinco, delega en esa entidad la competencia de fijar el tipo de cambio promedio donde no existan restricciones para la compra y venta de divisas con el fin de determinar el valor comercial de la moneda extranjera; sino por cuanto por las reglas del mercado económico, en la actualidad no es el ente emisor el que fija el tipo cambiario, sino el mercado, como consecuencia de la interacción de oferentes y demandantes de divisas, la labor del Banco Central de Costa Rica se limita únicamente a hacer el cálculo de conformidad con la norma. Dicho cálculo tiene el carácter de oficial, y por lo tanto, obligatorio y determinante en las relaciones y transacciones económicas que se hacen en el país; y aunque en sentido estricto no se trata de la fijación del tipo de cambio de la moneda extranjera, sí constituye la determinación del valor económico de la moneda extranjera. En virtud de lo cual, el elemento de la tarifa, constitutivo del impuesto, no sólo está previsto en la ley, sino que también es determinable, como en efecto sucede. 

X.- DEL RESPETO A LAS NORMAS COMUNITARIAS. Tampoco encuentra este Tribunal que la norma en cuestión sea violatoria del principio de jerarquía normativa, contenido en el artículo 7 constitucional. En este sentido, los accionantes deben tener en cuenta que las obligaciones derivadas del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, aprobado y vigente en virtud de la Ley número 3150, de veintinueve de julio de 1963, y del Protocolo de Guatemala, aprobado y vigente por la Ley número 7629, de veintiséis de setiembre de 1996, se refieren a la exención de toda clase de derechos, impuestos o contribuciones fiscales, no así respecto del pago de las tasas normales por concepto de prestación de servicios, las cuales no podrán exceder del costo de los mismos, de forma que no constituyen impuestos a la importación o exportación de productos. Por ello no existe ninguna contradicción con la norma impugnada, en cuanto el impuesto en cuestión se establece respecto de personas. 

XI.- DE LA NO INFRACCIÓN DE LAS LIBERTADES DE TRÁNSITO Y DE EMPRESA. Por último, no se considera que se infringen las libertades de tránsito y de empresa, contenidos en los artículos 22 y 46 de la Constitución Política, respectivamente. Respecto del primero de los derechos, se remite a los accionantes a lo considerado por este Tribunal en sentencia 3934-95, de las quince horas treinta y nueve minutos del dieciocho de julio de mil novecientos noventa y cinco, respecto de la liberta de tránsito, en el sentido de que no se trata de un derecho irrestricto, ni absoluto, de donde resulta legítimo el establecimiento de ciertos límites y admite restricciones razonables en relación a su ejercicio, como lo son los impuestos de entrada y salida del país o el pago de la obligación alimenticia, entre otros. Asimismo, debe considerarse que el impuesto impugnado no es en modo alguno confiscatorio ni de imposible cumplimiento. Igualmente, no resulta violatoria de la libertad de empresa, por cuanto el impuesto no afecta la actividad del comercio ni las mercancías, según se comentó en el Considerando anterior. 

Por tanto: 

Se declara con lugar la acción, en consecuencia se anula el artículo 1° de la Ley 8024, de veintisiete de setiembre del dos mil, que adición los artículos 16 y 17 de la Ley de Impuestos Municipales de Santa Cruz, número 7166, de cinco de junio de mil novecientos noventa. Esta inconstitucionalidad es declarativa y retroactiva a la fecha de entrada de la norma que se anula, sea el doce de octubre del dos mil, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. 
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Presidente, a.i. 

Luis Paulino Mora M. Carlos M. Arguedas R. 

Adrián Vargas B. José Luis Molina Q. 

Susana Castro A. Alejandro Batalla B. 

	
	



Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr 

Correo Electrónico: procuraduria@pgr.go.cr.

Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335
1
Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr 

Correo Electrónico: procuraduria@pgr.go.cr.

Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335

[image: image1.jpg][image: image2.jpg][image: image3.png]


